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La extensión jurisprudencial en Colombia es un mecanismo administrativo-judicial 
novedoso desde la perspectiva normativa, ya que, en la doctrina jurídica el mecanismo se 
concibió desde antes de la ley como una forma de descongestionar el aparato judicial. Por 
tal razón, el presente trabajo tiene como propósito determinar la forma en que se ha 
avanzado en la materialización y desarrollo de la figura de extensión de jurisprudencia de 
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The jurisprudential extension in Colombia is a novel administrative-judicial mechanism 
from the normative perspective, since in legal doctrine the mechanism was conceived 
before the law as a way to decongest the judicial apparatus. For this reason, the purpose of 
this paper is to determine the way in which progress has been made in the materialization 
and development of the extension of unification jurisprudence incorporated in Law 1437 of 
2011, by the Council of State in the years 2016 -2017. 
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En los espacios, judicial y el administrativo como eje articulador de protección ciudadana, 
la Ley 1437 de 2011 crea la figura especial de la extensión de los efectos de las sentencias 
de Unificación Jurisprudencial del Consejo de Estado, la cual quedó contenida en el título 
séptimo del actual Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo (CPACA), como parte del grupo de medidas adoptadas en pro de la 
descongestión que demanda el aparato jurisdiccional colombiano. 
 
El nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
adoptado mediante la Ley 1437 de 2011 propone a través de los artículos 10, 102, 269, 
270, y, 271 un sistema que convierte a la jurisprudencia del Consejo de Estado en una guía 
para que el Estado dé a los ciudadanos un trato más igualitario y justo; para ello dicho 
sistema prevé la existencia de una categoría especial de sentencias, conocidas como las 
Sentencias de Unificación Jurisprudencial. 
 
De acuerdo al artículo 270 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo se define a la sentencia de unificación jurisprudencial, como 
“las que que profiera o haya proferido el Consejo de Estado por importancia jurídica o 
trascendencia económica o social o por necesidad de unificar o sentar jurisprudencia; las 
proferidas al decidir los recursos extraordinarios y las relativas al mecanismo eventual de 
revisión previsto en el artículo 36A de la Ley 270 de 1996, adicionado por el artículo 11 de 
la Ley 1285 de 2009”. 
 
Asimismo, con fundamento en el derecho constitucional a la igualdad, el legislador 
contempló en el artículo 10 del CPACA, el deber de aplicación uniforme de las normas y la 
jurisprudencia, para la resolución de los asuntos de su competencia cuando se evidencien 
situaciones que tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos; así de acuerdo a lo 
anterior, la finalidad de esta figura consiste en lograr descongestionar los despachos con un 
procedimiento ágil en el que las discusiones, en torno a derechos particulares, puedan ser 
absueltas directamente por la autoridad pública competente, evitando el degaste de la 
administración de justicia en torno a temas que ya han sido abordados en criterios 
unificados por los órganos de cierre, en este caso la jurisdicción constitucional y la 
jurisdicción de lo contencioso administrativo, según corresponda. 
 
En desarrollo del principio de igualdad, el artículo 102 de la Ley 1437 de 2011, prevé el 
procedimiento de la extensión de la jurisprudencia a terceras personas, consistente en que 
los efectos de la jurisprudencia contenida en una sentencia de unificación proferida por el 
Consejo de Estado, en la que se haya reconocido una situación jurídica, puedan ser 
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extendidos por la autoridad administrativa a otras personas, siempre que en lo pretendido 
exista similitud de objeto y causa con lo ya fallado. 
 
El propósito de la extensión de las sentencias unificación de la jurisprudencia es el de 
asegurar que la administración se tome en serio la jurisprudencia de sus jueces y su marco 
teórico lo constituye lo que se ha denominado el sistema de protección y garantía de los 
derechos de las personas en sede administrativa.  
 
Además, la figura de extensión de jurisprudencia es uno de los mecanismos establecidos 
por el legislador para garantizar la eficacia de las sentencias de unificación y su 
observancia por la Administración. 
 
De acuerdo a lo anteriormente descrito se desarrolla esta investigación que se centra en el 
estudio del mecanismo legal de la extensión de la jurisprudencia establecido en la Ley 
1437 de 2011, mismo que resulta novedoso para el ordenamiento jurídico colombiano y 
según el cual se permite la extensión a terceros de los efectos de interpretación hechas por 
el Consejo de Estado en una sentencia de unificación cuando el caso estudiado para la 
extensión guarde identidad fáctica y jurídica con la jurisprudencia de unificación sobre la 
cual se solicita la extensión. 
 
El estudio para determinar la forma en que se ha avanzado en la materalización y 
desarrollo de la figura de extensión de jurisprudencia de unificacion incorporada en la Ley 
1437 de 2011, por parte del Consejo de Estado en los años 2016-2017, es de naturaleza 
jurídica, de tipo documental, y con enfoque cualitativo. 
 
Se ha estructurado el desarrollo del trabajo, en tres capítulos, que responden a sus objetivos 
específicos, así: 1. Identificar el fundamento jurídico de la figura de extensión de 
jurisprudencia de unificación en Colombia; 2. Examinar el trámite que debe adelantarse 
para solicitar la aplicación de la figura de extensión de jurisprudencia de unificación 
incorporada en la Ley 1437 de 2011; y, 3. Determinar los casos en los que el Consejo de 
Estado ha accedido tramitar la solicitud de extensión de jurisprudencia de unificación 











MATERALIZACIÓN Y DESARROLLO DE LA FIGURA DE EXTENSIÓN DE 
JURISPRUDENCIA DE UNIFICACION INCORPORADA EN LA LEY 1437 DE 2011 
POR PARTE DEL CONSEJO DE ESTADO EN LOS AÑOS 2016-2017 
 
La extensión jurisprudencial es un mecanismo que permite a la Administración Pública 
resolver las controversias jurídicas de la administración mediante la extensión de las 
decisiones judiciales que tenga la calidad de unificación y que hayan sido emitidas por el 
Consejo de Estado; lo que agiliza la atención de las peticiones particulares de los 
administrados, garantizando los derechos de manera pertinente y legitima. Por eso, el 
escenario administrativo  y judicial se encuentran ante un mecanismo que anticipa las 
decisiones administrativas de manera adecuada a la norma evitando el desenlace de 
controversias surgidas entre la administración y el administrado en el sistema judicial. 
 
Para lo anterior, se debe consentir de elementos facticos y jurídicos similares que 
verifiquen que la sentencia de unificación jurisprudencial es aplicable para extender su 
ratio decidendi a las decisiones de la Administración Pública. De lo contrario, es 
improcedente acceder a la extensión jurisprudencial en vista a la contradicción entre los 
hechos y el sustento jurídico.  
 
Ahora bien, este mecanismo parte de un sustento normativo que visualiza una relación 
armonica entre las decisiones judiciales y las decisiones administrativas, partiendo de la 
base de la no autonomia de las autoridades administrativas frente a los precedentes 
judiciales.  
 
Al ser la figura de extensión de jurisprudencia, un mecanismo que presta unos especiales 
aportes a la Jurisdicción Contencioso Administrativa tales como reconocerle plena 
obligatoriedad al precedente judicial del Consejo de Estado, se considera relevante que la 
administración obedezca las decisiones que tome el Consejo de Estado y tengan el carácter 
de sentencia de unificación.   
 
En el contexto administrativo, las decisiones que incumbe a las autoridades conforme a sus 
competencias llegan a contradecir los fallos  judiciales sobre la materia, lo que genera 
inseguridad jurídica para los particulares que ante ciertos fallos tienen expectativas reales 
frente a sus derechos que corresponde reconocer a los administrados. 
 
En consecuencia, a través del mecanismo de extensión jurisprudencial se busca asegurar la 
seguridad jurídica de los administrados bajo el sustento del precedente judicial y la 
obligatoriedad del mismo para las autoridades administrativas. Sobre el desarrollo de la 
seguridad jurídica como principio orientador de las actividades judiciales y administrativa, 




El principio de seguridad jurídica, a través de la historia, ha evolucionado conforme a 
las dinámicas sociales de cada época, pretendiendo hacer alusión al concepto mismo 
de certeza, orden y firmeza dentro de las relaciones jurídicas entre los particulares y 
la administración, como respuesta a los conflictos suscitados en el devenir social. 
(p.32) 
 
En ese sentido, estamos ante la manifestación de una nueva forma del principio de 
seguridad jurídica, la extensión jurisprudencial es un mecanismo legal que propone el 
respeto por los fallos emitidos por el Consejo de Estado, previniendo las actuaciones de la 
administración de acuerdo al ordenamiento jurídico.  
 
Por tanto, es innegable el propósito de la extensión jurisprudencial en Colombia, 
materializar el principio de seguridad jurídica en las actuaciones administrativas es el 
objeto de dicha creación legal. Lo anterior en razón a la Actividad Judicial que tomó un 




FUNDAMENTO JURÍDICO DE LA FIGURA DE EXTENSIÓN DE JURISPRUDENCIA 
DE UNIFICACIÓN EN COLOMBIA. 
 
Desde el ámbito normativo la extensión jurisprudencial de unificación es un instrumento 
nuevo en la ley, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo se expidió en el año 2011, y consagró la posibilidad de que los 
administrados salvaguarden sus derechos sin acudir a la jurisdicción ante controversias 
administrativas que surjan en el escenario administrativo. 
 
En ese sentido, el papel del precedente judicial establece una posición protagónica dentro 
del ordenamiento jurídico, ajustando la actuación administrativa a las decisiones del 
tribunal de cierre. Como lo señala Gutiérrez (2014) citando a Juan Bautista Alberdi:  
 
La interpretación, el comentario, la jurisprudencia, es el gran medio de remediar los 
defectos de las leyes. Es la receta con que Inglaterra ha salvado su libertad y la 
libertad del mundo. La Ley es un Dios mudo: habla siempre por la boca del 
magistrado. (p.5) 
 





…es una figura jurídica creada con la ley 1437 de 2011, la cual tiene como objeto 
extender a terceros los efectos de las sentencias de unificación proferidas por el H. 
Consejo de Estado, su aplicación inicia en la administración la cual decidirá de 
manera igual en casos que presenten situaciones idénticas garantizando así que el 
ciudadano pueda resolver su conflicto en sede administrativa y no acuda al juez, de 
esta manera se busca que la administración se tome en serio el papel de los jueces y 
su jurisprudencia denominando a esta nueva figura jurídica sistema de protección y 
garantía de los derechos de las personas en sede administrativa. (p.4) 
 
Los artículos 10, 12 y 269 de la Ley 1437 del 2011 señalan el mecanismo establecido para 
extender los efectos jurídicos de una decisión judicial a las actuaciones administrativas. El 
mismo parte del artículo 10 el cual considera que las autoridades administrativas “deberán” 
respetar el precedente judicial teniendo en cuenta las sentencias de constitucionalidad y de 
unificación del Consejo de Estado en casos similares. 
 
Al establecerse para las autoridades administrativas el deber legal de extensión de las 
sentencias de unificación del Consejo de Estado que reconocen un derecho, tales 
autoridades deben proceder a la aplicación de tales precedentes jurisprudenciales, en 
desarrollo del principio de igualdad en el trato debido a los ciudadanos por las autoridades, 
y en observancia del propio principio de legalidad que basa tal deber de cumplimiento en la 
voluntad del Legislador. (Corte Constitucional, Sent. C-816, 2011) 
 
No obstante, el mecanismo de extensión jurisprudencial de unificación en Colombia 
conserva una naturaleza constitucional, propia del efecto de la constitucionalización del 
derecho administrativo. De acuerdo a lo anterior dispone el artículo 13 de la Carta Magna: 
 
ARTICULO 13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 
 
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 
 
El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. (C.P; 1991) 
 
En ese sentido, mediante la extensión de la jurisprudencia de unificación a las decisiones 
administrativas se materializa el derecho a la igualdad que consagra la Constitución 
8 
 
Política de 1991. Además, de disminuir la mora administrativa que presentan las 
instituciones públicas, la extensión jurisprudencial es un mecanismo que otorga un valor 
relevante al precedente judicial del Consejo de Estado en vía administrativa y judicial. Por 
tanto, se formaliza el sistema de derechos y garantías establecidas en la norma superior. 
 
En la Ley 1437 del 2011 son varias las normas que regulan el mecanismo de extensión 
jurisprudencial, los artículos 10, 102, 269, 270 y 271 contiene regulaciones pertinentes al 
proceso.  Como se dijo anteriormente el artículo 10 le da vida a la extensión 
jurisprudencial en las decisiones de competencia del sector administrativo. 
 
Por otra parte, el artículo 102 de la Ley 1437 del 2011 establece los requisitos para ser 
aceptado el mecanismo en mención a quienes lo soliciten y acrediten los mismos supuestos 
fácticos y jurídicos. En cuanto al artículo 269 del CPACA dicta el procedimiento para la 
extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a tercero. 
 
Finalmente, los artículos 270 y 271 definen las sentencias de unificación jurisprudencial y 
precisan los elementos de importancia jurídica, trascendencia económica y social.  
 
El Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012) igualmente dispone sobre el 
mecanismo de extensión jurisprudencial lo siguiente: 
 
Artículo 614. Extensión de la jurisprudencia. Con el objeto de resolver las peticiones 
de extensión de la jurisprudencia a que se refieren los artículos 10 y 102 de la Ley 
1437 de 2011, las entidades públicas deberán solicitar concepto previo a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado. En el término de diez (10) días, la Agencia 
informará a la entidad pública respectiva, su intención de rendir concepto. La 
emisión del concepto por parte de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 
Estado se deberá producir en un término máximo de veinte (20) días. 
El término a que se refiere el inciso 4° del numeral 3 del artículo 102 de la Ley 1437 
de 2011, empezará a correr al día siguiente de recibido el concepto de la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado o del vencimiento del término a que se 
refiere el inciso anterior, lo que ocurra primero. (Ley No 1564; 2012). 
 
En consecuencia, para aplicar la extensión jurisprudencial en las decisiones de las 
autoridades administrativas, el funcionario competente deberá requerir a la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica (ANDJE) concepto previo que decrete la viabilidad de la 
utilización del mecanismo. Se considera que este artículo retrasa el proceso de extensión 
jurisprudencial y sucumbe la competencia administrativa de las entidades públicas a las 




Aunado con lo anterior, el Decreto 1365 del 2013 reglamenta algunas disposiciones de la 
Ley 1564 de 2012, relativas a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. Al 
respecto el artículo 6 de la norma reglamentaria precisa: 
 
Artículo 6°. Alcance de los conceptos sobre extensión de jurisprudencia. Los 
conceptos que la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado rinda a una 
entidad pública serán aplicables a todas las demás peticiones de extensión de 
jurisprudencia que se presenten ante ella con base en la misma sentencia o en otra 
que reitere su contenido. 
Si la entidad pública solicita un nuevo concepto sobre el mismo fallo, la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado podrá remitirse a los conceptos anteriores, 
en virtud de lo dispuesto en el inciso 2° del artículo 19 del Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  (Decreto No 1365; 2013). 
 
Esta norma evita que se resuelvan peticiones sobre puntos ya decididos por la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica, manteniendo la coherencia jurídica y administrativa de la 
administración sobre defensa técnica nacional. Por tal motivo, señala el artículo 7 del 
Decreto: 
 
Artículo 7°. Aplicación de la decisión extendida. Las entidades públicas a las que la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado haya rendido conceptos sobre 
extensión de la jurisprudencia velarán porque se aplique lo dispuesto en las 
providencias extendidas en todos los casos similares que lleguen a su conocimiento, 
así el interesado no haya presentado la solicitud de que trata el artículo 102 del 
Código de Procedimiento Administrativo de lo Contencioso Administrativo. 
(Decreto No 1365; 2013). 
 
Por tanto, los conceptos emitidos por la ANDJE son obligatorios para las autoridades 
administrativos, el cumplimiento de los mismos es responsabilidad de la agencia en 
mención, la que destinara los esfuerzos administrativos por mantener su posición jurídica 
respecto a la controversia. Desde esa perspectiva, la administración que solicito la petición 
ante la ANDJE no tiene alternativa diferente que cumplir con lo establecido en el concepto. 
 
El Acuerdo 148 del 2014 que modifica el Reglamento del Consejo de Estado, dictó las 
reglas para el conocimiento del recurso extraordinario de unificación de jurisprudencia y 
las solicitudes de extensión jurisprudencial; arguyendo que cada sección es competente 
para conocer de este tipo de solicitudes según su especialidad. Asimismo, establece la 
identificación y publicación de las sentencias de unificación jurisprudencial como una 




Desde el enfoque judicial, la Corte Constitucional señaló: 
  
El reconocimiento de la jurisprudencia como fuente formal de derecho, opción 
adoptada por el legislador en la norma demandada, se funda en una postura teórica 
del Derecho que parte de considerar que los textos normativos, bien sea 
constitucionales, legales o reglamentarios, carecen de un único sentido, obvio o 
evidente, sino que solo dan lugar a reglas o disposiciones normativas, estas sí dotadas 
de significado concreto, previo un proceso de interpretación del precepto.  Esta 
interpretación, cuando es realizada por autoridades investidas de facultades 
constitucionales de unificación de jurisprudencia, como sucede con las altas cortes de 
justicia, adquiere carácter vinculante (…). (Corte Constitucional, Sentencia C-634 de 
2011). 
 
Lo anterior se explica por distintas razones, según la máxima instancia judicial 
constitucional el derecho es un lenguaje que se expresa de distintas maneras, por lo que no 
es inocuo o literal, dando lugar a reglas o disposiciones normativas que suceden desde las 
instancias judiciales, adquiriendo así un significado concreto y siendo vinculantes.  
 
En Sentencia C- 816 del 2011 la Corte Constitucional ratifica su postura y declara la 
exequibilidad de la disposición analizada, que ordena a las autoridades administrativas la 
extensión de los efectos de sentencias de unificación del Consejo de Estado que reconocen 
un derecho, a las personas solicitantes que se hallen en la misma situación jurídica en ella 
decidida, con base en lo siguiente: 
 
1. Las autoridades administrativas solo pueden ejercer las funciones atribuidas por la 
Constitución y la ley (CP 121) en la forma allí prevista (CP 123.2). Igualmente, la 
función administrativa tiene por objeto el servicio de los intereses generales y se 
adelanta con fundamento en reglas de igualdad -entre otras- (CP 209), que implica un 
deber de trato igualitario a las personas en el reconocimiento y protección de sus 
derechos. 
 
2. Al establecerse para las autoridades administrativas el deber legal de extensión de las 
sentencias de unificación del Consejo de Estado que reconocen un derecho, tales 
autoridades deben proceder a la aplicación de tales precedentes jurisprudenciales, en 
desarrollo del principio de igualdad en el trato debido a los ciudadanos por las 
autoridades, y en observancia del propio principio de legalidad que basa tal deber de 
cumplimiento en la voluntad del Legislador. 
 
3. El deber legal de extensión jurisprudencial, dispuesto en la norma demandada, no 
desconoce la preeminencia de la Legislación como fuente de derecho para ejercer su 
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función conforme a la Ley, al punto que la misma se halla en posibilidad de 
abstenerse de aplicar el precedente contenido en la sentencia de unificación del 
Consejo de Estado y negarse a la extensión de tal jurisprudencia -conforme a la ley, 
apartamiento administrativo que tendrá que ser expreso y razonado. (Corte 
Constitucional, Sentencia C- 816 de 2011). 
 
En ese sentido, desde el aspecto judicial, las sentencias de unificación jurisprudencial es 
una fuente de derecho obligatoria para las autoridades administrativas. Así, es un deber que 
en casos iguales se decida de manera idéntica a fin de proteger el derecho a la igualdad, la 
seguridad jurídica y la eficacia y eficiencia de la función administrativa. 
 
 
TRÁMITE QUE DEBE ADELANTARSE PARA SOLICITAR LA APLICACIÓN DE LA 
FIGURA DE EXTENSIÓN DE JURISPRUDENCIA DE UNIFICACIÓN 
INCORPORADA EN LA LEY 1437 DE 2011. 
 
La figura de extensión de jurisprudencia fue creada por la Ley 1437 del 2011 y le otorga 
dos fases, una administrativa y otra judicial. El objeto de la extensión jurisprudencial es 
resolver derechos en sede administrativa sin necesidad de acudir a un proceso judicial, pero 
sí requiriendo de una sentencia de unificación emitida por el Consejo de Estado que se 
asimile al caso en conocimiento. 
 
Los requisitos para aplicar la extensión de jurisprudencia en sede administrativa parte ante 
la presentación de solicitud ante la autoridad competente para conocer el derecho. Dicha 
solicitud debe cumplir con los aspectos mínimos del derecho de petición, que consagra la 
misma Ley 1437 del 2011. 
 
Corolario de lo anterior, la solicitud de extensión jurisprudencial puede ser presentada de 
manera verbal o escrita, a decisión del peticionario. La misma deberá estar acompañada de 
los documentos e informaciones requeridas. En todo caso, la solicitud incluirá los 
siguientes aspectos: 
 
Artículo 16. Contenido de las peticiones. Toda petición deberá contener, por lo 
menos: 
 
1. La designación de la autoridad a la que se dirige. 
2. Los nombres y apellidos completos del solicitante y de su representante y o 
apoderado, si es el caso, con indicación de su documento de identidad y de la 
dirección donde recibirá correspondencia. El peticionario podrá agregar el número de 
fax o la dirección electrónica. Si el peticionario es una persona privada que deba 
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estar inscrita en el registro mercantil, estará obligada a indicar su dirección 
electrónica. 
3. El objeto de la petición. 
4. Las razones en las que fundamenta su petición. 
5. La relación de los requisitos exigidos por la ley y de los documentos que desee 
presentar para iniciar el trámite. 
6. La firma del peticionario cuando fuere el caso. (Ley No 1437; 2011) 
 
Lo anterior son los requisitos generales que debe contener la petición, pero, además, el 
artículo 102 de la Ley 1437 del 2011 exige ciertos requisitos especiales para aceptar la 
solicitud. 
 
El primero de estos requisitos es la obligación del solicitante de identificar y justificar los 
hechos y derechos similares con el demandante al cual se le reconoció el derecho en la 
sentencia de unificación invocada. En consecuencia, la norma dicta que el interesado tiene 
el deber de señalar a la administración la sentencia de unificación que alega se asimila a su 
caso, los hechos y derechos que se desarrollan de manera parecida en ambos casos y la 
justificación jurídica de que la sentencia de unificación es aplicable al caso concreto. Esto 
sugiere que la extensión jurisprudencial es un mecanismo rogado y, por tanto, no es 
oficioso. 
 
Por otra parte, es indispensable presentar las pruebas que tiene en su poder el solicitante, 
además, de señalar las que reposan en la entidad correspondiente y las que hiciere valer en 
caso de iniciarse un proceso judicial. Lo anterior con el fin de configurar la certeza de que 
la razón y el derecho le corresponden al administrado. 
 
Es necesario que se aporte copia de la sentencia de unificación o que al menos se haga 
referencia de la sentencia en la respectiva solicitud. Sobre este factor, basta recordar que de 
acuerdo a la sentencia de la Corte Constitucional C-588 del 2012 las sentencias de 
unificación son proferidas por el Consejo de Estado y se reconocen por los siguientes 
elementos: 
 
1. Importancia jurídica 
2. Trascendencia económica 
3. Necesidad de unificar o sentar jurisprudencia  
4. Las proferidas al decidir recursos extraordinarios 
5. Las relativas al mecanismo eventual de revisión de providencias que pongan fin 
al proceso o decreten su archivo en procesos de acciones populares y de grupo. 




Finalmente, es fundamental que la pretensión judicial no haya caducado porque de lo 
contrario la solicitud es rechazada de plano. La caducidad es el límite legal al acceso a la 
justicia, cuando la acción judicial que reconoce el derecho del interesado a caducado no se 
puede buscar el reconocimiento del derecho en sede administrativa ante la extensión 
jurisprudencial. En ese sentido, la caducidad aplica para sede judicial o administrativa. 
 
Respecto al procedimiento, la Ley 1437 del 2011 dispone que una vez recibida la solicitud, 
la autoridad competente tiene 30 días para adelantar el proceso interno y tomar una 
decisión al respecto. En ese lapso de tiempo debe solicitar ante la ANDJE el concepto 
previo sobre la sentencia invocada, es decir, establecer si el precedente es de carácter de 
unificación o no.  
 
Llegado caso que se reconozca la extensión jurisprudencial, la autoridad competente debe 
justificar su decisión de acuerdo al orden constitucional, legal y reglamentario, teniendo en 
cuenta la interpretación de la sentencia de unificación y los elementos jurídicos que regulan 
de fondo la petición. Si la petición es negada, es indispensable que: 
 
1. Las pruebas no evidencien los hechos y derechos 
2. La situación del solicitante es distinta a la Sentencia de Unificación 
 
De acuerdo a lo anterior, la petición de solicitud de unificación es improcedente cuando no 
guarde relación jurídica y fáctica similar, evitando el desgaste de la administración de 
justicia en situaciones litigiosas que no contemple criterios jurídicos de unificación. De 
este modo, se busca que no se distorsione el precedente judicial al aplicar sentencias de 
unificación que no corresponden a hechos y derechos iguales, derivando en caso contrario, 
ha ambivalencias jurídicas. 
 
Así las cosas, la exigencia de igualar los hechos y los derechos a los parámetros dictados 
por las sentencias de unificación tienen como base evitar incongruencias jurisprudenciales, 
además de materializar la seguridad jurídica y el principio de igualdad que consagra la 
Constitución Política. En ese sentido, es importante verificar y sustentar que los hechos y 
los derechos tienen identidad jurídica conforme a las sentencias de unificación que 
acompaña el proceso de extensión jurisprudencial.  
 
Por lo tanto, es indudable que la solicitud de extensión jurisprudencial sea rechazada por 
defecto factico, además de la no conexión de las situaciones entre la sentencia de 
unificación y la petición. Soslayando de esta manera, cualquier desgaste judicial que afecte 
el desarrollo jurisprudencial a través de solicitudes que no cumple los parámetros 




En ningún caso se puede rechazar la solicitud porque las normas se deben interpretar de 
manera distinta a la consignada en la sentencia de unificación; porque como se advirtió, las 
autoridades administrativas no tienen autonomía frente al precedente judicial, el mismo es 
obligatorio para la sede administrativa, es decir, vinculante. 
 
El procedimiento en sede administrativa culmina con el acto que reconoce o niega la 
extensión jurisprudencial. El acto que reconoce el derecho tiene control jurisdiccional 
conforme a la ley. Mientras que el acto que niega total o parcialmente la petición no tiene 
control jurisdiccional, ya que se sigue el trámite relativo al artículo 269 de la Ley 1437 del 
2011. Contra el acto que finaliza el proceso no proceden recursos.  
 
Una vez finalizada la fase administrativa, el solicitante puede acudir a la vía judicial 
cuando se le negó parcial o totalmente la petición. Los requisitos para poder acudir a la 
jurisdicción contenciosa administrativa es presentar la solicitud dentro de los 30 días 
siguientes del acto que culmina el proceso en sede administrativa ante el Consejo de 
Estado. El escrito debe estar acompañado de copia de la actuación administrativa y se debe 
llevar a cabo por medio de abogado.  
 
Así las cosas, iniciado el trámite en etapa judicial se libra auto traslado por 30 días a la 
entidad convocada a fin de que presente oposición y pruebas. Cumplido el plazo se expide 
auto que fija fecha de audiencia de alegatos y decisión. Terminada la respectiva audiencia 
el Consejo de Estado tendrá dos opciones; primero, negar la solicitud por improcedente y 
se termina con el trámite judicial en el Consejo de Estado. Si se reconoce la extensión 
jurisprudencial, se accede al derecho de la misma corporación judicial, llegado el caso que 
el derecho sea patrimonial se hace la respectiva liquidación y se tramita el incidente de 
condena in genere 30 días después de la ejecutoria.  
 
 
CASOS EN LOS QUE EL CONSEJO DE ESTADO HA ACCEDIDO TRAMITAR LA 
SOLICITUD DE EXTENSIÓN DE JURISPRUDENCIA DE UNIFICACIÓN 
INCORPORADA EN LA LEY 1437 DE 2011, DURANTE LOS AÑOS 2016-2017. 
 
Según las cifras de los años 2016 y 2017 sobre la extensión jurisprudencial en Colombia, 
de acuerdo a la relatoría del Consejo de Estado, se estudiaron dieciocho (18) casos, de los 
cuales en seis (6) se accede a la solicitud, en siete (7) se niega la solicitud, y en cinco (5) se 
accede parcialmente a la solicitud, como lo registra el siguiente cuadro, realizado con base 
a los reportes emitidos en la consulta efectuada en la página web del Consejo de Estado 
(buscador de relatorías/jurisprudencia) en el período comprendido entre el 01 de enero de 




Cuadro 1. Sentencias de extensión de jurisprudencia proferidas por el Consejo de Estado 
años 2016-2017 
 
ITEM SENTENCIAS AÑOS 2016 Y 2017 –  EXTENSION JURISPRUDENCIA DECISIÓN 
1 CONSEJO DE ESTADO 
NR: 2102724 
25000-23-4100-000-2015-02491-01 
FECHA : 26/09/2017 
SECCION : SECCIÓN QUINTA 
PONENTE : ROCÍO ARAÚJO OÑATE 
ACTOR : SINTRAEMSDES, JUAN DIEGO ARTURO CAÑIZALES 
HERNÁNDEZ Y ANY KATHERINE ÁLVAREZ CASTILLO 
DEMANDADO : ACTO DE DECLARATORIA DE ELECCIÓN DE 
NELSON CASTRO RODRÍGUEZ – CONCEJAL DE BOGOTÁ 2016 -
2019 
NIEGA 




FECHA : 17/08/2017 
SECCION : SECCIÓN TERCERA SUBSECCIÓN A 
PONENTE : MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO 
ACTOR : MARTHA LORENA LÓPEZ ÁLVAREZ Y OTROS 
DEMANDADO : RAMA JUDICIAL – FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN 
NIEGA 




FECHA : 27/06/2017 
SECCION : SECCIÓN TERCERA SALA PLENA 
PONENTE : HERNÁN ANDRADE RINCÓN 
ACTOR : YAMID WEIMAR REY VELASQUEZ Y OTRO 
DEMANDADO : MUNICIPIO DE ACACIAS Y OTRO 
NIEGA 




FECHA : 07/12/2016 
SECCION : SECCIÓN SEGUNDA 
PONENTE : SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ 
ACTOR : STELLA CONTRERAS GÓMEZ 
DEMANDADO : UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y 




5 CONSEJO DE ESTADO 
NR: 2087380 
11001-03-28-000-2016-00044-00 
FECHA : 07/12/2016 
SECCION : SECCIÓN QUINTA 
PONENTE : LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ 
ACTOR : LUIS FERNANDO ÁLVAREZ RÍOS 
DEMANDADO : JULIO CÉSAR GÓMEZ SALAZAR – DIRECTOR 




REGIONAL DE RISARALDA – CARDER 
6 CONSEJO DE ESTADO 
NR: 2084661 
11001-03-28-000-2013-00011-00 
FECHA : 07/09/2016 
SECCION : SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
PONENTE : ROCIO ARAÚJO OÑATE 
ACTOR : RODRIGO UPRIMNY YEPES Y OTROS 
ACCEDE 




FECHA : 25/08/2016 
SECCION : SECCION SEGUNDA 
PONENTE : LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO 
ACTOR : YESENIA ESTHER HEREIRA CASTILLO 
DEMANDADO : MUNICIPIO DE SOLEDAD 
ACCEDE 
PARCIALMENTE 




FECHA : 25/08/2016 
SECCION : SECCIÓN SEGUNDA 
PONENTE : CARMELO PERDOMO CUÉTER 
ACTOR : LUCINDA MARÍA CORDERO CAUSIL 
DEMANDADO : MUNICIPIO DE CIÉNAGA DE ORO (CÓRDOBA) 
ACCEDE 
PARCIALMENTE 




FECHA : 25/08/2016 
SECCION : SECCION SEGUNDA 
PONENTE : SANDRA LISSET IBARRA VELEZ 
ACTOR : BENICIO ANTONIO CRUZ 
DEMANDADO : MINISTERIO DE DEFENSA - FUERZAS MILITARES 
DE COLOMBIA - EJERCITO NACIONAL 
ACCEDE 
10 CONSEJO DE ESTADO 
NR: 2084664 
11001-03-25-000-2011-00316-00 
FECHA : 09/08/2016 
SECCION : SALA PLENA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
PONENTE : WILLIAM HERNÁNDEZ GÓMEZ (E) 
ACTOR : PIEDAD ESNEDA CORDOBA RUIZ 
DEMANDADO : NACION - PROCURADURIA GENERAL DE LA 
NACION 
DECISION : ACCEDE 
SALVAMENTO DE VOTO Y ACLARACION DE VOTO 
ACCEDE 
11 CONSEJO DE ESTADO 
NR: 2085911 
05001-23-33-000-2013-00701-01 
FECHA : 04/08/2016 
SECCION : SECCION PRIMERA 
PONENTE : GUILLERMO VARGAS AYALA 
ACTOR : GRUPO MCM S.A. DE C.V 




12 CONSEJO DE ESTADO 
NR: 2083274 
11001-03-28-000-2015-00051-00 
FECHA : 07/06/2016 
SECCION : SECCION QUINTA 
PONENTE : ALBERTO YEPES BARREIRO 
ACTOR : EMILIANO ARRIETA MONTERROZA 
DEMANDADO : GOBERNADORA DEL DEPARTAMENTO DE LA 
GUAJIRA PERIODO 2016-2019 ONEIDA RAYETH PINTO PEREZ 
ACCEDE 
13 CONSEJO DE ESTADO 
NR: 2083282 
11001-03-28-000-2015-00029-00 
FECHA : 26/05/2016 
SECCION : SECCION QUINTA 
PONENTE : CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO 
ACTOR : GERARDO ANTONIO ARIAS MOLANO 
DEMANDADO : SECRETARIO DE LA COMISION SEXTA DEL 
SENADO 
NIEGA 




FECHA : 19/05/2016 
SECCION : SECCION SEGUNDA 
PONENTE : LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO 
ACTOR : YOLIMA DE LOS ANGELES RAMIREZ BERNAL 
DEMANDADO : DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS 
NACIONALES – DIAN 
NIEGA 




FECHA : 18/05/2016 
SECCION : SECCION SEGUNDA SALA DE CONJUECES 
PONENTE : JORGE IVAN ACUÑA ARRIETA - CONJUEZ 
ACTOR : JORGE LUIS QUIROZ ALEMAN Y OTROS 
DEMANDADO : RAMA JUDICIAL - DIRECCION EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUDICIAL – DEAJ 
ACCEDE 




FECHA : 14/04/2016 
SECCION : SECCION SEGUNDA 
PONENTE : SANDRA LISSET IBARRA VELEZ 
ACTOR : NUBIA YOMAR PLAZAS GOMEZ 









FECHA : 25/02/2016 
SECCION : SECCION SEGUNDA 
PONENTE : GERARDO ARENAS MONSALVE 





DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTION 
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCION SOCIAL, UGPP Y LA UNIVERSIDAD PEDAGOGICA 
NACIONAL. 




FECHA : 04/02/2016 
SECCION : SECCION CUARTA 
PONENTE : HUGO FERNANDO BASTIDAS BARCENAS 
ACTOR: BANCO COLPATRIA RED MULTIBANCA COLPATRIA S.A. 
DEMANDADO : DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS 




Fuente: Consejo de Estado (http://www.consejodeestado.gov.co/busquedas/buscador-
jurisprudencia/) Fecha de consulta: Junio 18 de 2018. Elaboración propia. 
 
Desde la implementación de la extensión jurisprudencial hasta el año 2017, en el Consejo 
de Estado se han conocido un total de 3.230 procesos, destacándose Colpensiones como la 
entidad pública que mayores solicitudes de extensión presentó (Meza & Guatibonza, 
2017).  
 
Respecto al periodo bajo estudio, se tiene que las mayorías de las extensiones 
jurisprudenciales que conoció el Consejo de Estado durante el periodo 2016-2017, fueran 
negadas o se accedió parcialmente: 
 









De acuerdo a lo anterior, la extensión jurisprudencial durante el periodo bajo estudio 
evidencia que es un mecanismo que en etapa judicial es de difícil acceso, el Consejo de 
Estado, resulta ser exigente en los presupuestos de la procedibilidad de las sentencias de 
unificación en los mecanismos de extensión jurisprudencial. En ese sentido, las identidades 
19 
 
fácticas y jurídicas que implica la extensión jurisprudencial es el error más frecuente para 
negar las solicitudes.  
 
Por otra parte, las entidades territoriales de orden municipal fueron las instituciones que 
más solicitudes de extensión jurisprudencial conocieron en su contra, lo que refleja la falta 
de proyección del mecanismo en las entidades territoriales.  
 




Fuente: Elaboración propia. 
  
Esto puede suceder ante el alejamiento sustancial del sector central y el descentralizado, 
afectando de manera trascendental este último, que carece de las capacidades jurídicas y 
administrativas para aplicar correctamente la extensión jurisprudencial. Por otra parte, la 
falta de proyección de la Agencia Nacional de Defensoría Jurídica del Estado es 
insuficiente para corroborar la debida ejecución de la extensión jurisprudencial.  
 
A pesar de que la ANDJ es una entidad descentralizada de orden nacional, la falta de 
desconcentración administrativa dentro de la misma entidad ha dificultado su acceso a las 
entidades descentralizadas del orden territorial. En otras palabras, la falta de aplicación del 
principio constitucional de colaboración y armonía es una razón para comprender el 
desistimiento de las solicitudes de unificación en gran medida por las entidades 
descentralizadas departamentales y municipales. Más aun cuando el Decreto 4085 de 2011 
parte que el objeto de la ANDJ es defender los intereses litigiosos de la Nación, 
entendiéndose como fundamental de su labor los asuntos de nivel nacional. 
  
En suma, las entidades estatales están obligadas al momento de adoptar las decisiones 
administrativas o responder las solicitudes de conciliación de acuerdo a las sentencias de 
unificación del Consejo de Estado según el caso y siempre que las mismas cumplan los 




Igualmente, un dato que refleja el periodo objeto de estudio es que el mecanismo de 
extensión jurisprudencia no tiene la misma fuerza en sede administrativa que en sede 
judicial. Como la ley concibió al Consejo de Estado como un guardián que garantice la 
debida utilización de la extensión jurisprudencial en el escenario administrativo, los 
procesos en los cuales se reconoce dicha figura son pocos, siendo exegéticos en su 
implementación. 
 
Meza & Guatibonza (2017) sobre lo anterior sostuvieron en esa misma perspectiva lo 
siguiente: 
 
…se puede apreciar, que en sede judicial el desarrollo de este mecanismo no se 
muestra eficiente y contundente, toda vez, que como a un inicio se mencionó, fueron 
diversas las intervenciones donde dicha figura se comparó como la acción de tutela 
en la jurisdicción administrativa, e incluso en palabras del doctor Hoyos se cuestionó 
de manera afirmativa lo siguiente; “cuando un proceso ante la jurisdicción 
administrativa puede tardar más de quince (15) años en ser decidido, ¿quién no 
acudirá a este expedito mecanismo con el fin de buscar que, en tan sólo cuarenta y 
cinco (45) días, su asunto sea examinado por el Consejo de Estado?” (Hoyos, 2011; 
p. 469), sin embargo, en la práctica, se puede denotar que para haber sido 
considerado un procedimiento que podría resolverse en 45 días, el porcentaje de 
solicitudes en curso se encuentra en un 45%, un porcentaje desmotivante para una 
figura que pretendió contribuir en la económica y celeridad del sistema jurídico. 
(p.13) 
 
Por tanto, se observa que la extensión jurisprudencial como mecanismo administrativo y 
judicial para reducir el congestionamiento y resolver los litigios contenciosos 
administrativos está siendo ineficiente, pues, incumple con las expectativas legislativas que 
originó dicho mecanismo. 
 
Es indudable que las cifras hasta la fecha han aumentado considerablemente, siendo 
excepcional para el sistema administrativo la utilización de un mecanismo tan valioso 
como la extensión jurisprudencial. Por eso, durante los últimos años la extensión 
jurisprudencial se ha consolidado de manera notable. Empero, el trabajo revela que existen 
insuficiencias normativas que reducen el potencial del mecanismo, siendo necesario 










La extensión jurisprudencial es de naturaleza legal, su origen se concibe desde la ley, pero 
su fundamento sucede en la Carta Magna. Este instrumento tiene como finalidad 
descongestionar el sistema judicial, especialmente la jurisdicción contenciosa -
administrativa, pero sobre todo busca materializar el principio de igualdad y de seguridad 
jurídica. No obstante, la extensión jurisprudencial proyecta diversos efectos, como acentuar 
la no autonomía de las autoridades administrativas frente al precedente judicial y el 
carácter vinculante de las sentencias de unificación de las cortes de cierre. 
 
La extensión jurisprudencial tiene dos facetas innatas, una administrativa y otra judicial. 
Por tanto, su desarrollo se da en dichos escenarios de manera distinta y subsidiariamente. 
En cualquier caso, siempre será a solicitud del interesado el estudio de la extensión 
jurisprudencial, ya que, de manera oficiosa esta actividad no se puede ocasionar. 
 
Desde su creación, la extensión jurisprudencial es un mecanismo utilizado de manera 
considerable, en sede administrativa es donde más se desenvuelve este mecanismo, sin 
menoscaba el escenario judicial, que de manera similar conoce de un menor porcentaje de 
la extensión jurisprudencial. Empero, un factor desalentador es el poco reconocimiento que 
ha tenido por parte del Consejo de Estado a través de sus fallos, en pocas ocasiones la 
corporación extendió los efectos de sus sentencias. 
 
Ahora bien, la petición de extensión jurisprudencial requiere de aspectos generales y 
específicos, en cuanto a los aspectos generales es necesario cumplir los requisitos del 
derecho de petición y frente a los especiales es indispensable identificar los elementos 
facticos y jurídicos idénticos, la sentencia de unificación y establecer la no caducidad de la 
acción.  
 
Un aspecto relevante es que las entidades nacionales son las que más acuden a la extensión 
jurisprudencial mediante el concepto previo de la ANDJE, siendo escasa la participación 
de las entidades descentralizadas en estos procesos. Es revelador que las entidades que 
mayor acuden al concepto previo de la ANDJE menos convocadas se encuentran ante la 
extensión jurisprudencial, lo que refleja la importancia de la Agencia de Defensa en estos 
procesos.  
 
Finalmente, el mecanismo en cuestión, se creó entonces para que cumpliera varias 
finalidades, entre ellas: i) lograr una aplicación uniforme y consistente del Derecho, ii) 
contribuir a la materialización de la igualdad frente a la ley y de la igualdad de trato por 
parte de las autoridades administrativas y judiciales, iii) garantizar principios de la función 
administrativa como la eficacia, economía, celeridad e imparcialidad y iv) contribuir a 
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disminuir la congestión que aqueja a la jurisdicción contencioso administrativa, a mediano 
y largo plazo. 
 
La extensión jurisprudencial es un instrumento novedoso que falta por mejoras, es 
cuestionable que la actuación prospere por la mera iniciativa del solicitante, cuando la 
materialización del derecho a la justicia les corresponde a los distintos actores que 
interfieran en los derechos de las personas. Por eso, que se exija control jurisdiccional 
cuando se accede a la extensión jurisprudencial en sede administrativa y no cuando se 
rechaza, evidencia la sumisión del administrado a la potestad administrativa y judicial, en 
otras palabras, al poder público. 
 
En la actualidad es evidente la utilización de la extensión jurisprudencial por parte de los 
particulares, la administración y el Consejo de Estado, salvaguardado de esta manera el 
principio de igualdad y seguridad jurídica que protege dicho mecanismo. Así pues, de 
manera reiterada el máximo tribunal de lo contenciosos administrativo ha sostenido que las 
autoridades administrativas deben aplicar las sentencias de unificación en supuestos 
fácticos y jurídicos iguales por encima de la discrecionalidad administrativa que puedan 
gozar las entidades públicas para la interpretación de la norma. 
 
El desarrollo del mecanismo de extensión jurisprudencial ha sucedido principalmente 
desde el escenario judicial del Consejo de Estado, el cual propende por su utilización es el 
contexto administrativo. En ese sentido, las autoridades administrativas han sido 
negligentes en el uso de la extensión jurisprudencial en sus actuaciones, contradiciendo la 
vinculatoriedad del precedente judicial en el sistema administrativo. Dicho en otros 
términos, el desarrollo del mecanismo de extensión jurisprudencial ha sido exitoso para los 
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